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En Mendoza, a treinta y un días del mes de julio del año dos mil seis reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa n° 85.487, caratulada: GOB. PCIA. DE MENDOZA EN J° 141.497/8748 RÍOS, GUSTAVO MANUEL C/ PCIA. DE MZA. P/ D. Y P. S/ INC."
Conforme lo decretado a fs. 40 se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal: primera: DRA. AÍDA KEMELMAJER DE CARLUCCI; segundo: DR. FERNANDO ROMANO; terce-ro: DR. ALEJANDRO PÉREZ HUALDE.
ANTECEDENTES:
A fs. 11/19 la abogada Rosa Moretti de Trogia, por el Poder Ejecutivo de la Pro-vincia de Mendoza, deduce recurso extraordinario de inconstitucionalidad en contra de la sentencia dictada por la Quinta Cámara Civil de Apelaciones a fs. 254/262 de los au-tos n° 141.497/8.478, caratulados: Ríos, Gustavo Manuel c/ Pcia. de Mza. p/D y P..
A fs. 24 se admite formalmente el recurso de inconstitucionalidad y se ordena correr traslado a la parte contraria.
A fs. 35/37 obra el dictamen del Sr. Procurador General quien, por las razones que expone, aconseja hacer lugar parcialmente al recurso deducido.
A fs. 38 vta. se llama al acuerdo para sentencia y a fs. 40 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal.
De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provin-cia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver:
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso interpuesto?
SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde?
TERCERA CUESTIÓN: Costas.
A LA PRIMERA CUESTIÓN LA DRA. AÍDA KEMELMAJER DE CARLUC-CI, DIJO:
I. PLATAFORMA FÁCTICA.
Los hechos relevantes para la resolución de este recurso son, sintéticamente, los siguientes:
1. El 14/12/1999, en autos n° 141.497 del 9° Juzgado Civil, el Sr. Gustavo Ma-nuel Ríos demandó a la Provincia de Mendoza. Le reclamó la suma de $ 200.000; relató que en 1995, durante el mes de junio, fue interceptado con amigos en la vía pública por personal policial; como no llevaba documentación identificatoria fue llevado a depen-dencias policiales en averiguación de antecedentes. Ante la inexistencia de esos antece-dentes fue liberado; sin embargo, cuando se encontraba en esa repartición, sin muchas explicaciones, le fue tomada una fotografía de frente. Le prestó escasa relevancia al hecho, pero dos años más tarde, el 18/12/1997, personal policial, con una orden de alla-namiento, se hizo presente en su domicilio; ingresó a su casa y efectuó una requisa; in-explicablemente lo detuvo y lo trasladó a la Dirección de Investigaciones. El 19 de di-ciembre fue conducido al 7° Juzgado de Instrucción donde se le tomó declaración inda-gatoria por un supuesto robo a mano armada que se habría producido días antes en una escuela de Guaymallén; se le dijo que existía prueba en su contra proveniente de un re-conocimiento fotográfico efectuado en la Dirección de Investigaciones desde que cuatro personas lo reconocían como partícipe en el hecho antes relatado. Negó el hecho que se le imputaba y, asesorado por un abogado, solicitó un reconocimiento en rueda de perso-nas dado que no podía creer, de ninguna manera, que esas personas, ni aún confundidas, lo vincularan a través de una foto con un hecho de esas características. En el expediente declararon el encargado del empacadero de frutas donde trabajaba y una compañera de trabajo, quienes expresaron que a la hora que se indicaba como de comisión de ese hecho delictivo, él se encontraba trabajando y a una distancia considerable del lugar de los hechos; sin embargo, fue procesado como autor del delito sobre la base del recono-cimiento fotográfico. La Tercera Cámara del Crimen confirmó el procesamiento. En el debate oral y público acreditó su inocencia y surgieron a la luz los vicios de la actuación policial. Allí se acreditó que la policía falseó ideológicamente un acta y violó las dispo-siciones relativas a la instrucción formal. En definitiva, reclamó la suma de $ 200.000. Ofreció prueba.
2. A fs. 64/69 compareció Fiscalía de Estado. Solicitó el rechazo de la demanda; ofreció prueba y negó los hechos invocados.
3. Se rindió la siguiente prueba:
a) Instrumental: Expte. n° 16.880, caratulado: Ríos, Gustavo p/ Robo agrava-do.
b) Testimonial de Miguel Ángel Dornauf (fs. 102 y vta.);
c) Pericial de un perito médico sicólogo (fs. 147/149). La pericia fue observada a fs. 151 y contestada a fs. 160 y vta.
3. A fs. 206/209 vta. el juez de primera instancia rechazó la demanda. Fundó su decisión en la jurisprudencia restrictiva relativa a la responsabilidad del Estado por error judicial en los casos de prisión preventiva. Apeló la actora.
4. A fs. 254/261 vta. la Quinta Cámara de Apelaciones hizo lugar al recurso de apelación y acogió la demanda por la suma de $ 97.500. Fundó la decisión en los si-guientes razonamientos:
a) La sentencia hace reiteradas referencias a la responsabilidad por el error judi-cial; sin embargo, de los términos del escrito de demanda surge que la actora basa su pretensión en irregularidades procesales cometidas por personal policial, a las que atri-buye ser causa del dictado del auto de procesamiento contra el Sr. Ríos y su consecuente detención por más de ocho meses. En otros términos, no se intenta responsabilizar al Estado por errores judiciales sino que se reparen los daños causados por el actuar culpo-so de los funcionarios policiales que derivó en la prisión preventiva. Por lo tanto, no es de aplicación la doctrina y jurisprudencia que admite la responsabilidad sólo cuando existe condena y no en los supuestos de prisión preventiva.
b) Se imputa a los funcionarios policiales conductas irregulares de una gravedad tal que si no es calificada como dolosa, por lo menos encuadra en la culpa grave en la etapa previa al dictado de la resolución de fs. 109/110 del expediente 16.880, caratulado: F. c/ Ríos p/ Robo agravado.
c) Atento a este enfoque, debe recordarse que en materia de responsabilidad ex-tracontractual del Estado corresponde imputar a éste las consecuencias dañosas de una falta de servicio; quien contrae la obligación de prestar un servicio debe realizarlo en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido, tal como lo tie-ne dicho la CSJN. No se sostiene el principio de la reparabilidad objetiva del Estado por su accionar en el marco de la investigación penal, sino la necesidad de realizar un análi-sis fáctico de las circunstancias particulares del caso para merituar si la absolución por duda basta para responsabilizar al Estado por la detención de quien pretende ser indem-nizado para lo cual debe examinarse si ha existido falta de servicio y si el hecho de la víctima ha sido causa o concausa del daño. No resulta admisible que se afirme que se estaría instigando a los magistrados penales a no investigar ante la posibilidad de que al producir un perjuicio cierto al Estado ellos sean pasibles de una acción de repetición por mal desempeño pues no está en juego el actuar de los magistrados sino del Estado a tra-vés de la función policial.
En suma, carece de relevancia pronunciarse sobre si existió o no error judicial pues se insiste la demanda no se funda en ese error.
c) Bidart Campos ha argumentado suficientemente sobre el derecho a ser repara-do frente a la privación de la libertad. No puede compartirse el criterio del a-quo en el sentido que la privación durante ocho meses reconoce motivos excusables. La sentencia penal que absuelve al actor señala en forma tajante que a pesar del reconocimiento efectuado por las víctimas del asalto en rueda de detenidos, surge con claridad que cuando fueron citadas por la autoridad policial a reconocer el complejo fotográfico que se les mostró, lo hicieron en forma conjunta e hicieron comentarios sobre las fotografías que observaron. Esta circunstancia quitaba toda relevancia al reconocimiento posterior, pues al haberse examinado las fotografías en forma conjunta y efectuado comentarios entre los testigos, el reconocimiento no sólo pierde espontaneidad sino que resulta razo-nable y aceptable la postura que expone la parte recurrente respecto al fenómeno sicoló-gico que denomina atención expectante explicado a fs. 232 vta./233 vta. y cuyos tér-minos hago míos.
La sentencia penal también dice: Llama la atención que las fotografías de Ríos estuvieran insertas en el álbum fotográfico, ya que normalmente la existencia de fotogra-fías se debe a sujetos con antecedentes penales, que están prontuariados, y éste no es el caso del imputado Ríos, que carece de todo antecedente.
Estas irregularidades, sin duda, influyeron en los testigos, circunstancia que tam-bién es recalcada en la fundamentación de la sentencia penal, en la que se dice: El haber observado las testigos esta fotografía en sede policial influyó en su percepción para que alguna de ellas reconociera en el acto efectuado por el juez de instrucción e indicara a Ríos como uno de los autores del asalto y robo. Esta afirmación constituye una aplicación concreta de la postura expuesta por la apelante sobre el fenómeno sicoló-gico que denomina atención expectante.
d) Las declaraciones testimoniales rendidas a fs. 5 y 6 de la causa penal sobre la hora en la que se produce el asalto no concuerdan. Además, la sentencia penal dice que no hay duda que el encartado Ríos se encontraba trabajando en el establecimiento antes mencionado; de ello hay constancia no sólo por la firma de planilla sino también por los dichos de los numerosos testigos que han depuesto en la audiencia de debate. Si a lo dicho se agrega la falsedad en la que incurre el personal policial al efectuar el reconoci-miento del imputado por las testigos, ya que de fs. 146 vta. de la causa penal surge que las horas consignadas en las actas de reconocimiento son falsas y que en el acto de reco-nocimiento fotográfico se encontraban presentes en forma simultánea las Sras. Paredes, Prieto y Pascualetti, no puedo sino llegar a la conclusión de que en la presente causa la prisión preventiva decretada por el juez interviniente se basó en un procedimiento poli-cial claramente irregular, y que de no haber sido por ello, el accionante no hubiera sufri-do la pérdida de su libertad, no habiendo dado motivo alguno para ser sospechado como autor del delito por el cual fue detenido.
Obviamente, no existiría responsabilidad del Estado si las actuaciones policiales se hubiesen realizado dentro del curso normal y ordinario, no evidenciándose errores o vicios manifiestos, tal como ha sucedido en el caso.
e) Los rubros reclamados deben admitirse conforme los siguientes montos:
- Los daños materiales referidos a los gastos en los que incurrió el actor en su defensa penal son admisibles por tratarse de una consecuencia inmediata que debe ser indemnizada en la suma de $ 3.500, con más sus intereses legales desde la fecha de rea-lización de cada erogación, y hasta el efectivo pago de la deuda.
- También es procedente el lucro cesante, pues ha quedado probada la actividad laboral del actor al momento de su detención. Está acreditado el daño pero no su monto por lo que se entiende equitativo, a la luz del art. 90 inc. 7° fijar la suma de $ 4.000, con más sus intereses legales desde la detención (18/12/1997).
- Finalmente, también resulta procedente el reclamo por daño moral. Teniendo en consideración el tiempo de la detención y las condiciones propias en las que se llevó a cabo, se entiende prudente fijar la suma de $ 90.000, por todo concepto, a la fecha de la sentencia de primera instancia, y desde la cual devengará intereses legales.
El voto de la minoría (Martínez Ferreyra) coincide con todo lo expuesto pero entiende que la suma de condena debe alcanzar $ 50.000.
II. LOS MOTIVOS DEL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DEDUCIDO.
El recurrente afirma que la decisión recurrida es arbitraria por haberse dispuesto reparar daños y perjuicios que no tienen adecuada relación de causalidad con los hechos que se atribuyen a los agentes policiales y que no se corresponden a la realidad econó-mica. Argumenta del siguiente modo:
1. La sentencia no tiene apoyatura probatoria. Afirma que Ríos no dio motivo alguno para ser sospechado como autor del delito por el cual fue detenido y que no exis-ten dudas que el delito se cometió mientras el actor estaba trabajando. Esta afirmación no se adecua a lo sostenido en la sentencia penal previa que absolvió a Ríos por el bene-ficio de la duda y que, en tal carácter, ha pasado en autoridad de cosa juzgada. La sen-tencia penal no establece que existía un hecho policial antijurídico ni que hubiese sido la causal de una nulidad del auto de procesamiento, ni que como consecuencia de esa nuli-dad se dispusiese el sobreseimiento del imputado por considerarlo ajeno. Esa sentencia reconoce que el imputado estaba trabajando diariamente a partir de las 15.30 y que, por la disparidad de testimonios relacionados a la hora del delito, existe una razonable duda sobre que él pudiera cometerlo alrededor de las 15 hs. Por lo tanto, la sentencia de la Cámara Civil yerra en el razonamiento de la relación causal que tuvo un hecho policial de supuesta antijuridicidad.
2. La decisión recurrida sostiene que existe antijuridicidad en permitir que tres testigos vieran juntos el álbum de fotografías, siendo esta la causa inmediata del recono-cimiento en rueda de personas. No es así. El reconocimiento de fotografías no es deter-minante del reconocimiento en rueda de personas. En el caso, la testigo Pascualetti, una de las tres involucradas no lo reconoce ante el organismo policial y sí ante las autorida-des judiciales. El testigo Torres no lo reconoce en sede policial, pero sí en rueda de per-sonas en sede judicial. No puede decirse razonablemente que una víctima como la testi-go Fernández Paredes, que fue directamente apuntada con un arma, en el momento del reconocimiento en rueda de personas, sicológicamente, pueda estar más influida por una fotografía en blanco y negro 4x4 que por el recuerdo del hecho en el que fue victimiza-da.
3. Los dos hechos que se imputan a los agentes de la Policía de Mendoza no son la causa de la privación de la libertad del actor. La causa fue la petición del imputado en sede penal de la realización de una rueda de personas en la que las víctimas lo recono-cen, que dio lugar al auto de procesamiento. Conforme los arts. 901 y 904 del C.C., el dictado de la prisión preventiva es una consecuencia mediata y no previsible y por lo tanto no puede ser imputada a los agentes de la policía.
4. La Quinta Cámara también sostiene que el personal policial ha incurrido en falsedad. Dicha falsedad no se ha probado en esta causa. El dolo no se presume; sim-plemente, se ha acreditado una actitud negligente de los agentes de la policía al permitir que varias víctimas vieran juntas un complejo fotográfico. La aserción de un hecho no probado (dolo) convierte la sentencia en arbitraria y afecta el derecho de defensa de la demandada. Si el Sr. Ríos estaba tan seguro de su inocencia ¿Por qué no llamó a las maestras como testigos del falseamiento que sostiene en esta causa civil? El hecho que en autos se haya probado sólo la culpa y no el dolo es fundamental a los efectos de la aplicación del 1069 del C.C.
5. La sentencia también es arbitraria con relación a los montos fijados.
a) Otorga el total de lo solicitado en concepto de daño emergente y la suma de $ 90.000 en concepto de daño moral. El daño emergente derivado del pago de los honora-rios a los abogados defensores carece de apoyo probatorio; en estos autos no existe re-conocimiento alguno de los recibos aportados; se trata de meros instrumentos privados que deben ser reconocidos en su firma y contenido, especialmente porque la demandada negó el monto y, en consecuencia, era carga de la actora probar la validez de esos do-cumentos. Por lo tanto, este rubro debió ser rechazado.
b) La única prueba relativa al lucro cesante es la propia afirmación del Sr. Ríos en el sentido que percibía un salario de $ 300 mensuales. Pues bien, si estuvo privado de libertad durante ocho meses, el monto a resarcir asciende a $ 2.400 y no $ 4.000.
c) Para la determinación del daño moral y sicológico el tribunal acude a pautas de excesiva latitud; otorga $ 90.000, apartándose del criterio de la realidad económica; en la difícil y delicada tarea de la determinación del daño moral se exige especial pru-dencia. El tribunal no ha tenido en cuenta la situación económica de la provincia y los servicios esenciales que ella debe prestar para lo cual su presupuesto es siempre insufi-ciente; la situación económica del actor; la comparación con otras indemnizaciones otorgadas con respecto a daños semejantes y con los bienes que se pueden adquirir con esa indemnización; la aplicación del art. 1069 del C.C., etc.
d) Es llamativa la disparidad entre los jueces: Rodríguez Saa y Serra Quiroga se pronuncian por $ 90.000; Martínez Ferreira por la de $ 50.000. Esta Corte ha intentado aplicar algunos parámetros objetivos, y en este sentido, toma como punto máximo de referencia el dolor que puede sufrir un ser humano con la muerte de un hijo. La suma dispuesta no es comparable a la liquidación del daño moral frente a esa muerte ni a in-capacidades permanentes. La existencia de la pericia siquiátrica no obsta lo anterior por-que relata los dichos del actor. En conclusión, sumas cuantiosas han sido fijadas sobre la base de un solo testimonio y una pericia discutible; se trata de montos excesivos que se apartan notoriamente de la realidad económica y dejan al actor en una situación noto-riamente superior a la que tenía al momento del daño sufrido.
III. ALGUNAS REGLAS LIMINARES QUE DOMINAN EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD EN LA PROVINCIA DE MENDOZA.
Esta Sala tiene dicho que la arbitrariedad fáctica es canalizable a través del re-curso de inconstitucionalidad, pero en función de la excepcionalidad del remedio extra-ordinario y lo dispuesto por el art. 145 del CPC de la Provincia, interpreta restrictiva-mente las causales. Lo contrario significaría, como tiene dicho la Corte Federal desde antiguo (2/12/1909, Rey Celestino c/Rocha), que esta Sala se encuentre en la necesi-dad de rever los fallos de todos los tribunales, en toda clase de juicios, asumiendo una jurisdicción más amplia que la conferida por la Constitución. Por eso, el rechazo del recurso por este tribunal no significa necesariamente que comparta la solución del fallo, sino tan sólo que está impedido de conocerlo, por resultar irrevisable si no se acredita el vicio de manifiesta arbitrariedad (LS 319-092).
En esta línea de pensamiento, ha dicho que, a diferencia de lo que ocurre con el recurso de apelación ordinario, cuando se denuncia arbitrariedad a través del recurso extraordinario, se requiere se invoque y demuestre la existencia de vicios graves en el pronunciamiento judicial consistentes en razonamientos groseramente ilógicos o contra-dictorios, apartamiento palmario de las circunstancias del proceso, omisión de conside-rar hechos y pruebas decisivas o carencia absoluta de fundamentación y que la pre-sencia de cierta ambigüedad en la exposición de las conclusiones o fallas técnicas en la redacción de la sentencia, no configura en principio falencias de entidad tal que impli-quen invalidar o descalificar el fallo como acto jurisdiccional.
Por estas reglas básicas, el recurso extraordinario de inconstitucionalidad por arbitrariedad no puede prosperar si la sentencia, no obstante algún argumento erróneo, se sostiene en otros razonables (Ver LA 90-472; LA 120-363; LS 240-215; LS 276-86; LS 276-96; LS 271-239; LS 270-277).
IV. LA CUESTIÓN A RESOLVER Y LA APLICACIÓN DE LAS RE-GLAS RESEÑADAS.
Esta Sala debe resolver si resulta arbitraria, con los alcances antes descriptos, la sentencia que condena al Estado a reparar los daños derivados de ocho meses de deten-ción en la penitenciaría provincial en tanto:
1) Atribuye la causa adecuada de esa detención a hechos antijurídicos de la poli-cía y no a un error judicial.
2) Fija el monto de condena en $ 97.500 ($ 3.500, gastos de la defensa penal; 4000 daño emergente y $ 90.000 de daño moral).
V. CARENCIA DE ARBITRARIEDAD MANIFIESTA RESPECTO AL ACTUAR DE LA POLICÍA COMO CAUSA ADECUADA DEL DAÑO.
1. Los precedentes de esta Sala.
En otras ocasiones, esta Sala ha debido pronunciarse sobre los alcances de la obligación de reparar los daños sufridos por la prisión preventiva (Ver decisiones regis-tradas en LS 339-179 y LS 351-18). Sin embargo, esos precedentes no guardan sustan-cial analogía pues, como he relatado, el actor y la Cámara atribuyen causalmente los daños a la actuación de la policía, y no al error del tribunal.
2. La queja de la recurrente. Límites del recurso extraordinario.
La recurrente no ataca, en sí misma, la distinción de la Cámara de Apelaciones. Dicho en otros términos, no dice que debe aplicarse la tesis restrictiva de la reparación de los daños derivados de la prisión preventiva porque la causa es una decisión judicial finalmente errónea (posición asumida por el juez de primera instancia); por el contrario, apunta a que el accionar policial (que al que la Cámara le atribuye eficacia causal) no es causa adecuada del año y afirma que la causa directa es el reconocimiento de los testigos en sede judicial, acto que fuera peticionado por la defensa del imputado.
La quejosa tampoco discute ni la existencia ni la calificación de dos hechos a los cuales el tribunal de grado atribuye carácter antijurídico: la incorporación de la fotogra-fía del actor al álbum de personas sospechosas no obstante carecer de todo tipo de ante-cedentes, y el análisis de esas fotografías en forma conjunta por las testigos.
Dado, pues, este modo de ataque, independientemente del acierto o error de la distinción que funda el decisorio de la Cámara de Apelaciones, debo analizar si la sen-tencia es arbitraria, con el alcance antes indicado, en cuanto estima que la causa del daño ha sido el obrar antijurídico de la policía. De cualquier modo, no puedo silenciar que la diferencia señalada en la sentencia impugnada entre actos judiciales y policiales está ínsita en los precedentes de la Corte Federal del 27/5/2004 (Ver Resp. civil y seguros 2004-70) y del 29/11/2005 (caso Gerbaudo c/Pvcia de Bs. As.) en el que se responsabi-lizó al Estado como consecuencia de la privación de la libertad ambulatoria por haberse acreditado el cumplimiento irregular del servicio del personal de la policía que tenía a su cargo la investigación del delito de tráfico de estupefacientes del que fueron acusados los actores.
3. La Cámara de apelaciones funda su decisión en lo resuelto en sede penal. Ca-be pues, analizar esa decisión para verificar si, como dice el recurrente, el tribunal civil ha desinterpretado la justicia penal respecto a la antijuridicidad y culpabilidad del actuar de la policía.
4. La lectura detenida y cuidadosa de la sentencia de fs. 152/155 del expediente penal, suscripta por unanimidad, muestra que no existe el apartamiento grosero denun-ciado por el quejoso. En efecto, aunque el juez que redacta los fundamentos, concluye absolviendo por la duda, luego de analizar individualmente cada prueba testimonial, afirma categóricamente que: (a) cuando las testigos fueron citadas por la autoridad poli-cial a reconocer el complejo fotográfico que se les mostró, lo hicieron en forma conjunta y haciendo comentarios sobre las fotografías que se les mostraban; esta circunstancia influyó en la percepción de las testigos para que luego lo reconocieran en sede judicial; (b) llama la atención la incorporación de la fotografía de Ríos en ese álbum desde que, normalmente, tales fotos pertenecen a sujetos con antecedentes penales que están pron-tuariados, y éste no es el caso; (c) No hay dudas de que el encartado Ríos se encontraba trabajando en el establecimiento habitual a la hora del asalto; de ello hay constancia no sólo por la firma de planilla sino también por los dichos de los numerosos testigos que han depuesto en la audiencia de debate.
5. Con esos presupuestos fácticos no puede afirmarse que el dictado de la prisión preventiva haya sido una consecuencia mediata no previsible del accionar de los policí-as. En efecto, el personal administrativo sabe, o debiera saber, que la prueba recogida en sede policial es, normalmente, el elemento determinante de la declaración de culpabili-dad o inocencia; de allí, la importancia de que sea prueba sea legítimamente obtenida, desde que la antijuridicidad de su adquisición generará, normalmente, la de la decisión judicial.
4. La prueba de la falsedad o no de la declaración policial es irrelevante para la decisión de la causa desde que el Estado no ha podido explicar por qué la policía actuó del modo como lo hizo respecto de las dos conductas antijurídicas que se le atribuyen: incorporar la fotografía del actor al mentado libro y permitir la consulta conjunta, hechos ambos que, el recurrente no discute, son configurativos de una culpa grave.
VI. LA ARBITRARIEDAD DE LA LIQUIDACIÓN DE LOS DAÑOS MANDADOS REPARAR.
1. Daño material.
a) Gastos de honorarios.
Como lo señala el Sr. Procurador General en su dictamen de fs. 35/37, el actor sólo ha acreditado los honorarios pagados al abogado particular por sumas que alcanzan a $ 2.350; no obstante, el tribunal penal reguló los estipendios en $ 3000, por lo que la suma mayor fijada no se aparta de modo manifiesto de las constancias de la causa, espe-cialmente si se tiene en cuenta el tiempo transcurrido con el consiguiente incremento de la deuda en concepto de intereses.
b) Lucro cesante.
La cifra de $ 4000 fijada por el tribunal tampoco se muestra arbitraria. Aunque el actor ha acreditado que su salario mensual alcanzaba sólo $ 300, y estuvo ocho meses detenido, no es manifiestamente arbitraria la sentencia que no se ciñe a $ 2400, desde que, como es de público y notorio, frente a altísimos índices de desempleo, una persona que sale de prisión, especialmente si pertenece a clases económicamente desfavorecidas, no encuentra trabajo fácilmente; la suma fijada compensa, pues, equitativamente, lo dejado de percibir durante el tiempo razonable para encontrar otro empleo similar.
2. Daño moral.
Sufrir prisión injustamente en las espantosas condiciones de nuestras cárceles implica un daño moral gravísimo. No obstante, dadas las dificultades en la determina-ción de este rubro, entiendo que uno de los pocos remedios para no convertir los estra-dos tribunalicios en verdaderas ruletas judiciales consiste en armonizar (o al menos, intentar hacerlo) los montos de condena con los fijados por otros tribunales del país, especialmente, con los liquidados por la Corte Federal en casos similares.
En este sentido, cabe recordar que en el caso G.296.XXXV. "Gerbaudo, José Luis c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios" resuelto el 29 de no-viembre de 2005, la Corte Federal fijó en $ 20.000 el daño moral sufrido por un hombre de 30 años, durante un año de detención ilegítima. Conforme lo decidido el 27/5/2004, in re Cura Carlos c/ Provincia de Bs. As. se liquidó en $ 40.000 el daño moral pade-cido por una persona por una detención antijurídica durante dos años y 46 días (Rev. Resp. Civil y Seguros 2004-40). Más lejano en el tiempo, el 1/11/1999, in re Rosa Carlos c/ Estado Nacional (JA 2000-III-246, LL 2000-D-557 y ED 187-340), condenó a pagar $ 85.000 en concepto de daño moral y material a una persona que había sufrido prisión preventiva durante cuatro años. Montos similares han establecido los tri-bunales inferiores; así por ej., el Tribunal Colegiado Civil 1° Nominación de Rosario, determinó el 1/12/2004 en $ 50.000 el daño moral sufrido durante 14 meses y 13 días de prisión ilegítima sufrida por una persona a la que se imputó los delitos de robo y vio-lación con gran difusión periodística.
Sobre la base de estos precedentes, coincido con el Sr. Procurador General que la suma de $ 90.000 no responde a las pautas generales existentes en los pocos casos que han dado lugar a este tipo de indemnizaciones y, consecuentemente, la indemnización debe ser reducida.
En este sentido, teniendo en consideración la edad del actor al momento de los hechos (24 años), el tiempo de detención (ocho meses), el daño psíquico padecido (ver pericial de fs. 147/149) y la duración de este proceso (comenzado en diciembre de 1999) entiendo que la suma de $ 35.000 armoniza equitativamente con los montos fijados por la Corte Federal, antes referidos. Esta suma se fija al momento de esta sentencia y de-vengará los intereses conforme lo establecido por esta Corte en el plenario del 12/9/2005 (publicado en La Ley Gran Cuyo 2005-912 y Foro de Cuyo 67-71).
V. CONCLUSIONES DEL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD.
Por todo lo expuesto y si mi voto cuenta con la adhesión de mis distinguidos colegas de Sala, el recurso debe ser acogido parcialmente. En consecuencia, el monto de condena debe ser reducido a la suma de $ 42.500, con más sus intereses. No corresponde imposición de costas a la actora por la parte que no prospera por tratarse de montos so-metidos a la discrecionalidad judicial.
Así voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y PEREZ HUALDE, adhieren al voto que antecede.-
A LA SEGUNDA CUESTION LA DRA. AIDA KEMELMAJER DE CARLUCCI, DIJO:
Atento el resultado a que se arriba en el tratamiento de la cuestión anterior co-rresponde hacer lugar, parcialmente, al recurso de Inconstitucionalidad y, en consecuen-cia, revocar la resolución de fs. 254/261 vta. de los autos N° 141.497, caratulados: Rí-os, Gustavo Manuel c/Provincia de Mendoza p/D. y P. y, en definitiva, admitir la de-manda de daños y perjuicios promovida por el Sr. Gustavo Manuel Ríos contra el Go-bierno de la Provincia de Mendoza y condenar a éste último a pagar al actor, dentro de los diez días de quedar firme la presente resolución, la suma de $ 42.500, con más lo intereses según las pautas fijadas en el plenario de esta Corte del 12-9-2005 (L.S. 356-50).
Así voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y PEREZ HUALDE, adhieren al voto que antecede.-
A LA TERCERA CUESTIÓN LA DRA. AÍDA KEMELMAJER DE CARLUCCI, DIJO:
De conformidad a lo resuelto en las cuestiones que anteceden, corresponde im-poner las costas de las instancias inferiores a la demandada vencida, y las de esta ins-tancia extraordinaria, en lo que prospera el recurso, a la recurrida vencida y, en lo que no prospera, a la recurrente vencida. (Arts. 36-I y 148 C.P.C.).
Así Voto.-
Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y PEREZ HUALDE, adhieren al voto que antecede.-
Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continua-ción se inserta:
S E N T E N C I A :
Mendoza, 31 de julio de 2.006.-
Y VISTOS:
Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva,
R E S U E L V E :
I.- Hacer lugar, parcialmente, al recurso de Inconstitucionalidad y, en conse-cuencia, revocar la resolución de fs. 254/261 vta. de los autos N° 141.497, caratulados: Ríos, Gustavo Manuel c/Provincia de Mendoza p/D. y P. y, en definitiva, admitir la demanda de daños y perjuicios promovida por el Sr. Gustavo Manuel Ríos contra el Gobierno de la Provincia de Mendoza y condenar a éste último a pagar al actor, dentro de los diez días de quedar firme la presente resolución, la suma de pesos CUARENTA Y DOS MIL QUINIENTOS ($ 42.500), con más lo intereses según las pautas fijadas en el plenario de esta Corte del 12-9-2005 (L.S. 356-50).
II.- Imponer las costas de primera y segunda instancia a la parte demandada ven-cida, y las de esta instancia extraordinaria, en lo que prospera el recurso, a la recurrida vencida y, en lo que no prospera, a la recurrente vencida.
III.- Regular los honorarios por la actuación profesional cumplida en primera instancias, de la siguiente manera: Dres.: Ariel Fernando CIVIT, en la suma de pesos TRES MIL CUATROCIENTOS ($ 3.400); Juan Pablo MATTIAZI, en la suma de pe-sos MIL SETECIENTOS ($ 1.700); Diego M. POLETTI, en la suma de pesos MIL SE-TECIENTOS ($ 1.700); Rosana A. MORETTI DE TROGLIA, en la suma de pesos DOS MIL CIENTO CUARENTA Y DOS ($ 2.142); Norma Liliana LLASTER, en la suma de pesos SEISCIENTOS DIECIOCHO CON OCHENTA CENTAVOS ($ 618,80); Mario Dante ARANITI, en la suma de pesos MIL CIENTO NOVENTA ($ 1.190); Pedro GARCÍA ESPETXE, en la suma de pesos SEISCIENTOS SESETA Y SEIS CON CUARENTA CENTAVOS ($ 666,40) y Liliana VILCHEZ, en la suma de pesos DOSCIENTOS OCHENTA Y CINCO CON SESENTA CENTAVOS ($ 285,60) (Arts. 2, 3, 4, 13 y 31 Ley 3641). Regular los honorarios de la perito Reina IAGUPSKY, en la suma de pesos MIL SETECIENTOS OCHENTA Y CINCO ($ 1.785).
III.- Regular los honorarios por la actuación profesional cumplida en segunda instancias, de la siguiente manera: Dres.: Ariel Fernando CIVIT, en la suma de pesos TRES MIL SESENTA ($ 3.060); Diego M. POLETTI, en la suma de pesos NOVE-CIENTOS DIECIOCHO ($ 918); Pedro GARCÍA ESPETXE, en la suma de pesos MIL VEINTE ($ 1.020); Rosana A. MORETE DE TROGLIA, en la suma de pesos TRES-CIENTOS SEIS ($ 306) y Gabriel ORBELLI, en la suma de pesos MIL VEINTE ($ 1020) (Arts. 13, 15 y 31 Ley 3641).
IV.- Regular los honorarios por la actuación profesional cumplida en el trámite del recurso de Inconstitucionalidad, por lo que prospera, al Dr. Gabriel ORBELLI, en la suma de pesos DOS MIL SEISCIENTOS CUARENTA ($ 2.640) y a la Dra. Rosa MORETTI DE TROGLIA, en la suma de pesos SETECIENTOS NOVENTA Y DOS ($ 792) (Arts. 15 y 31 Ley 3641).
V.- Regular los honorarios por la actuación profesional cumplida en el trámite del recurso de Inconstitucionalidad, por lo que no prospera, al Dr. Gabriel ORBELLI, en la suma de pesos DOS MIL DIECISEIS ($ 2016) y a la Dra. Rosa MORETTI DE TROGLIA, en la suma de pesos SEISCIENTOS CUATRO CON OCHENTA CEN-TAVOS ($ 604,80) (Arts. 15 y 31 Ley 3641).
Notifíquese.
mac

